Fallo: Partes: C.L.A. N. en J° 21.880 C.L.A. C/ Banco Regional De Cuyo S.A. s/ despido

En Mendoza, a los veinte días del mes de mayo del año dos mil trece, reunida la Sala Segunda de la Excelentísima Suprema Corte de Justicia en acuerdo ordinario, tomó en consideración para dictar sentencia definitiva la causa N° 104.379, caratulad:."C., L. A. C/ BANCO REGIONAL DE CUYO S.A. P/DESPIDO" S/INC.". 

De conformidad con lo establecido en los arts. 140 y 141  del C.P.C. y Acordada N° 5845, quedó establecido el siguiente orden de votación de la causa por parte de los Señores Ministros del Tribunal: primero Dr. Mario D. ADARO, segundo Dr. Herman A. SALVINI y tercero Dr. Carlos BÖHM. 

A N T E C E D E N T E S: 

A fs. 11/19vta., el Señor L.A.C., por medio de representante, interpone recurso extraordinario de inconstitucionalidad contra la sentencia dictada a fs. 134/140 de los autos N° 21.880, caratulados: "C,L.A: c/Banco Regional de Cuyo S.A. p/Despido", originarios de la Excma. Cámara Primera del Trabajo de la Segunda Circunscripción Judicial. 

A fs. 27 se admite formalmente el recurso interpuesto y se ordena correr traslado del mismo a la contraria, quien a fs. 42/49vta., contesta solicitando su rechazo con costas. 

A fs. 53/54vta., corre agregado el dictamen del Sr. Procurador General, quien por las razones que expone aconseja la desestimación del recurso planteado. 

A fs. 57 se llama al Acuerdo para sentencia y a fs. 60 se deja constancia del orden de estudio en la causa por parte de los Señores Ministros del Tribunal. 

De conformidad con lo establecido por el art. 160 de la Constitución de la Provincia, esta Sala se plantea las siguientes cuestiones a resolver: 

P R I M E R A: ¿Es procedente el recurso interpuesto? 

S E G U N D A: En su caso, qué solución corresponde? 

T E R C E R A: Pronunciamiento sobre costas. 

SOBRE LA PRIMERA CUESTION EL DR. ADARO, dijo: 

A fs.11/19 el Dr. Antonio Adolfo Navarro Juri, por el actor LAC, interpone recurso de inconstitucionalidad contra la sentencia dictada a fs. 134/140, por la Cámara Primera del Trabajo de la Segunda Circunscripción Judicial. 

A fs. 27 se admite formalmente el recurso deducido y se ordena correr traslado por el término de ley. 

I-Recurso de inconstitucionalidad: 

El quejoso encuadra su planteo en los incs. 3 y 4 del art. 150  del CPC, acusando la arbitrariedad de la sentencia por considerar que la misma resulta violatoria de los derechos de defensa, debido proceso y propiedad, al omitir valorar pruebas de vital importancia para la resolución final del caso, interpretar arbitrariamente elementos probatorios producidos en el juicio en contra de los intereses del actor y fundar la sentencia en prueba que fue rechazada por el Tribunal. 

Solicita la modificación total de la referida resolución, en cuanto rechaza la demanda, debiendo hacer lugar en todas sus partes a la acción por despido. 

Se agravia porque se ha negado ilegítima y arbitrariamente el derecho a la percepción de la indemnización por despido arbitrario y multas por verse obligado a reclamar judicialmente esta indemnización, todo sobre una base arbitraria y dogmática interpretación de la plataforma fáctica que debió ser debidamente analizada por el a quo, obviando la observancia de la realidad por sobre las formas y llegando a una conclusión abstracta, injusta y sin fundamento ni sustento legal. 

Considera que la sentencia impugnada incurre en una serie de desaciertos, contradicciones, omisiones e interpretaciones fallidas, desnaturalizando los hechos, las pruebas y arribando a conclusiones antojadizas. 

En primer lugar se agravia porque el inferior ha omitido valorar prueba fundamental (testimonial de los Sres. Ginart, Lazcano y Arce) y no ha tenido en cuenta la orfandad probatoria de la demandada tendiente a demostrar los graves hechos imputados al actor como causal del despido.Considera que no ha existido en la causa prueba pericial contable alguna que hubiera acreditado las supuestas compensaciones irregulares entre cuentas de clientes para cubrir o reducir saldos deudores en exceso no autorizados y las negociaciones de cheques de terceros en beneficio propio y que tampoco hubo causa penal en la que el actor estuviera involucrado como consecuencia de alguna denuncia efectuada por la demandada a fin de acreditar las supuestas falsificaciones de firmas en la solicitudes de créditos a los Sres. Albino, Arce y Lazcano.

Agrega que, el a quo, a la hora de sentenciar valoró un sumario administrativo interno realizado al actor y una auditoría contable realizada por el banco, pruebas instrumentales éstas que oportunamente fueron rechazadas por el Tribunal, incurriendo con ello en una autocontradicción y arbitrariedad. 

Se queja porque considera que el inferior realizó una valoración arbitraria e ilógica de las testimoniales rendidas, otorgándole absoluta validez a las rendidas por la accionada y descartando las declaraciones de las testimoniales oportunamente ofrecidas por la actora.Indica que la causal de despido del actor invocada por la accionada en el telegrama enviado, donde se le imputan una serie de incumplimientos como gerente de la sucursal del Banco en ………., detectados en la auditoria y además conforme el sumario administrativo interno por averiguación de estos incumplimientos y que fuera conducido por el Sr.Potaschner, constituyeron la prueba fundamental en el Tribunal fundó la sentencia para rechazar la demanda del actor, cuando específicamente estas pruebas oportunamente fueron rechazadas por el a quo, de manera tal que el motivo por el cual se lo despidió al actor no fue acreditado ni remotamente. 

Se queja porque el A quo tuvo por probados los hechos atribuidos por la demandada al actor, sólo con los dichos de dos personas (Potaschner y Cavallaro) que ni siquiera trabajaban en la Sucursal del Banco y también con una actuación notarial del 16/01/09 de la escribana Carolina Lanese, efectuada en la Sucursal del Banco en ………, que fue desechada por el Tribunal al momento de resolver una oposición formulada por el recurrente, a la incorporación de esa prueba. 

Le adjudica al sentenciante que ha omitido valorar la totalidad de la prueba rendida en el proceso y por el contrario ha merituado en forma extremada, exagerada y caprichosa dichos de dos personas, por lo que considera a la resolución arbitraria, incongruente y autocontradictoria.

II- Lo resuelto por la Cámara del Trabajo: 

La sentencia en crisis, tuvo por acreditada la causal invocada por la accionada para despedir al actor y en consecuencia rechazó la demanda interpuesta por L.A.C., en contra del Banco Regional de Cuyo S.A. por la cantidad de $ 321.192,94 por los rubros indemnización por despido, preaviso y multa del art. 2 de la ley 25.323. 

III- El dictamen de procuración: 

A fs. 53/54vta., obra el dictamen del Sr. Procurador General, aconsejando el rechazo del recurso de inconstitucionalidad planteado por el actor, por las razones que expone. 

IV- Antecedentes: 

Antes de entrar en el tratamiento de la queja interpuesta, haré un breve relato de la causa a mis colegas de Sala. 

El Sr. L.A.C. promovió demanda contra el Banco Regional de Cuyo S.A.por el cobro de $ 321.192,94 o lo que en más o menos resultara de la prueba a rendirse, con más sus intereses y costas. 

Relató que se desempeñó en calidad de gerente de la demandada en la sucursal de …….., y que la relación fue armónica hasta que esta entidad fue adquirida por el Banco Supervielle S.A., y la relación con los nuevos dueños cambió en forma notoria. 

Que el 15/01/09 fue notificado por intermedio de la Escribana Carolina Lanese, a pedido del Sr. Víctor Toncovich, apoderado del Banco Regional de Cuyo, que se encontraba suspendido precautoriamente en su trabajo por el término de 15 días con goce de haberes, mientras se efectuaba en el banco una auditoría interna y sumario interno, decidiendo acatar la orden y cumplir con los días de suspensión. 

Que el el 22/01/09 fue sometido a un interrogatorio por parte del Sr. Víctor Toncovich, en el Banco Regional de Cuyo, pero en la sede central ubicada en la ciudad de Mendoza, respecto de diversos hechos relacionados con su desempeño como gerente. 

Que el día 31/01/09 recibe comunicación por parte de la demandada donde le notifican el despido con justa causa a partir de esa fecha, por injurias graves a la empresa configuradas en sus reiterados incumplimientos a sus deberes como gerente de la sucursal de …… y que fueran detectados en la auditoría interna y además expresamente reconocidos por el actor. 

Que en fecha 05/02/09 el actor envía CD a su empleadora rechazando la causal de despido invocada y emplazando al pago de las indemnizaciones que por ley corresponden.Que el 10/02/09 recibió otra CD de la empleadora en la que rechazaba su telegrama y ratificaba el despido con justa causa dispuesto el 31/01/09. 

La accionada resistió el reclamo, argumentando en su contestación que los auditores del Banco concluyeron que existían suficientes evidencias para afirmar que el actor había facilitado e intervenido formalmente en la generación de préstamos particulares, ya sea con fondos propios o bien con dinero proveniente de terceros para dar cobertura a una serie de clientes que han presentado dificultades financieras conforme a su calificación, habiéndose constatado la utilización de diversos métodos para la realización de esta operatoria. 

Finalmente la Cámara hizo lugar a la causal invocada por la demandada para extinguir el vínculo laboral y rechazó el reclamo del actor. 

V- MI OPINION: 

Entiendo que la censura interpuesta, dirigida a objetar el análisis probatorio efectuado por el inferior, no puede prosperar y paso a explicar por qué. 

En primer lugar, es necesario recordar que, según se ha resuelto por este Cuerpo "Dentro del concepto de inconstitucionalidad de la sentencia pronunciada en violación del derecho de defensa, la interpretación debe quedar limitada a las situaciones excepcionales de clara denegación del mentado derecho, o bien, cuando cabe asimilar la omisión arbitraria del examen de prueba fundamental, a la denegación de ofrecer y producir en el proceso una prueba decisiva y procedente, o por último, cuando la prueba es interpretada de tal modo que decide el contenido mismo de una disposición legal" (LS 145-473, 146-231, 147-37, 152-175), ya que los otros supuestos de la llamada sentencia arbitraria tienen en el ordenamiento procesal otras vías para su corrección (LS 106A-18). 

Por otra parte, "Para que sea acogible un recurso de inconstitucionalidad, fundado en la privación del derecho de defensa, es necesario que se trate de vicios de tal gravedad y consecuencia, que hagan imprescindible por razones de orden público, su reparación por la vía de ese recurso" (LS 131-299, 157-24), deacuerdo con ello, no basta una enunciación genérica, sino que el motivo debe estar claramente explicitado y encuadrar en alguno de los tres supuestos de indefensión contenidos en la nota del art. 150 del C.P.C., vale decir, que el recurrente no ha sido oído, no se le ha dado oportunidad de ofrecer prueba -si ésta fuere pertinente-, o se le han denegado los recursos procedentes (LS 154-304, 219-154, 230-471, 239-1, 241-95, 262- 270, 270-36). 

En efecto, el recurrente acusa la arbitrariedad del dictum impugnado, dirigiendo su embate, a la errónea valoración que efectuara la Cámara, de los medios probatorios que cita en el libelo recursivo. 

Sin embargo, de la lectura de la queja surge que, en ningún momento el impugnante acredita la inobservancia, por parte del inferior, de alguno de los supuestos de indefensión consagrados en la ley de rito, sino más bien disconformidad con la solución a la que arribara el a quo. 

Es criterio unánime y reiterado de esta Corte, que la tacha de arbitrariedad, requiere que se invoque y demuestre la existencia de vicios graves en el pronunciamiento judicial, consistentes en razonamientos groseramente ilógicos o contradictorios, apartamiento palmario de las circunstancias del proceso, omisión de considerar hechos y pruebas decisivos o carencia absoluta de fundamentación. El sentido de tal exigencia deviene de la naturaleza excepcional de este remedio extraordinario, que delimita la competencia del tribunal, de modo que la vía que autoriza el art. 150 del C.P.C., no constituya una segunda instancia de revisión contra pronunciamientos considerados erróneos por el recurrente (LS 198-334). 

La tacha de arbitraria, parcial y absurda valoración de las circunstancias de la causa y la imputación que el fallo encierra una contradicción, sólo denota un diferente criterio valorativo del recurrente y su disconformidad con el resultado del pleito. 

En efecto, el quejoso ataca el razonamiento lógico efectuado por el a-quo para determinar el rechazo de la demanda, sustentado en las normas de orden público laboral.La incoherencia en el proceso lógico del juzgador implica la falta de correspondencia entre la conclusión y las premisas (LS 95-310, 124-95), pero de la lectura de la sentencia impugnada, que realiza un prolijo análisis de los hechos y de su cronología, no surge arbitrariedad alguna, ni carencia de fundamentación fáctica ni jurídica. Lo que sí se advierte es la discrepancia valorativa del quejoso y su desacuerdo con la conclusión a que arriba el sentenciante en el fallo. 

Por otra parte, cabe destacar que el aspecto esencial del agravio vinculado a la razonabilidad del juicio valorativo y la oposición al criterio del tribunal de conocimiento, implica el ingreso en un ámbito de exclusiva facultad discrecional reservada a los pretorios de grado, esgrimiendo fundamentos que traslucen un simple disenso con el razonamiento judicial y sustentados en la apreciación personal del reprochante, lo que obsta a la procedibilidad del remedio articulado. 

De la lectura de la sentencia en crisis, y del libelo recursivo, surge claramente que el recurrente se limita a denunciar en forma genérica que el inferior ha valorado erróneamente los elementos probatorios incorporados al proceso dándole preminencia a los testigos de la demandada por sobre los de la actora, pero no especifica, como es su deber, cuáles serían tales pruebas, como tampoco indica serían las razones para dar preeminencia a sus testigos y no a los que el Tribunal consideró, de manera tal que podrían llegar a alterar el resultado de la causa, de ser correctamente valoradas (arg. art. 152  CPC). 

En este aspecto, si bien el quejoso cuestiona el análisis efectuado por el a quo, de los elementos probatorios que menciona en su libelo recursivo, sus afirmaciones constituyen a la postre una mera apreciación personal carente de todo sustento argumental autosuficiente, que de ninguna manera resulta idóneo para conmover los fundamentos del inferior.Además, el recurrente no ha acreditado en forma válida y convincente la decisividad del agravio, o sea la vinculación del caso en examen con la Constitución, a efectos de que la ofensa constitucional tenga eficacia para modificar la decisión recurrida (incs. 3 y 4 del art. 152 del C.P.C.). 

Tampoco la censura resulta viable desde que el quejoso no ha procedido a rebatir debidamente los argumentos esenciales, decisivos y centrales del fallo puesto en crisis, siendo los mismos: a) la escribana Lanese, a la que hace referencia el actor en su absolución de posiciones, y que labró el acta el 16/01/09 en presencia de Cavallaro y Toncovich, constató que en la oficina del gerente de la sucursal del banco en …….. habían una serie de cheques unos al portador, otros para ser cobrados, otros endosados, dólares envueltos, fotocopias de 10 cheques no vencidos y 10 pagarés privados, b) que esta acta notarial no mereció oposición alguna por parte del actor, pues su objeción fue contra el acta de constatación del 22/01/09 , acta de escritura N°11, porque en su segunda parte incorporaba el testimonio del Sr.Navarrete, al igual que la escritura N°7 que incorporaba la declaración del propio actor, oposiciones a estas pruebas, que el Tribunal hizo lugar en la resolución obrante a fs.59/62 de autos, c) los testigos Ginart, Lascano y Arce fueron contestes en sostener que no tuvieron problema con el desempeño del gerente, pero si se hubieran descontado o gestionado cheques en su propio beneficio, no tuvieron conocimiento de ello, al igual de que hubiere existido una falsificación de firmas, d) el testigo Potaschner declaró que, se realizó el relevamiento de toda la documentación del banco por una denuncia de un cliente y se comprobó varias irregularidades por parte del actor, porque operaba cheques de una persona que no tenía margen y se lo daba a un tercero que prestaba su cuenta cubriendo a quien carecía de fondos suficientes en cuenta corriente, haciéndolo el propio accionante para ocultar la situación del cuentacorrentista, y al margen de toda atribución otorgada por el banco. Estas operaciones se realizaban para demostrar la solvencia de un cliente, que carecía de ello, habiéndose constatado 20 solicitudes de créditos sin firmar y con el dinero acreditado en las cuentas. Que se constató que una clienta trajo un cheque y el gerente se lo cubría por 24 hs con dinero de otra cuenta que le sobraba y al día siguiente normalizaba la cuenta.Y que en una filmación del banco, aparece el gerente con cinco fajos de un total de $50.000 para cubrir una operación, conociendo expresamente el mismo que no puede manejar dinero, ya que únicamente los autorizados son los cajeros y el tesorero, e) el testigo Cavallaro declaró que siendo gerente zonal, el día 14 de enero del 2009 se trasladó a la sucursal del banco en ……. y que encontró en un papelero de la oficina del gerente de esa sucursal, ensayos de firmas de clientes, que las operaciones implicaban un alto riesgo para el banco, que no hubo perjuicio para el mismo, pero que sí se había resquebrajado la confianza de la entidad bancaria en relación al actor por los hechos que éste había protagonizado y que eran más de 80 casos, además de las solicitudes de créditos cargadas, visadas por el actor y que carecían de firma del cliente (ver fs. 137/138 y vta., de los fundamentos). 

Muy por el contrario, el impugnante sólo se limita a denunciar la errónea valoración de la prueba, lo que de acuerdo con lo anteriormente expresado, resulta insuficiente para conmover los fundamentos del inferior en tal aspecto. 

Ya esta Corte ha tenido oportunidad de expedirse en el sentido de que el escrito recursivo debe contener una crítica seria, razonada y prolija de la sentencia impugnada (LA 109-7, 82-1, 90-472, 85-433, 97-372). Ello es así toda vez que el escrito de interposición del recurso extraordinario, tiene análogas exigencias que las requeridas para la expresión de agravios en la segunda instancia, particularmente acentuadas incluso, en razón de la naturaleza excepcional de la vía. Consecuentemente, debe contener una crít-ca razonada de la sentencia, con desarrollo expreso de los motivos de impugnación contra la totalidad de los elementos de igual rango que sustentan el decisorio recurrido.Por lo mismo, la ausencia de impugnación de las conclusiones principales del acto sentencial o de sus fundamentos autónomos con eficacia decisoria, obsta a la procedencia de la vía excepcional (arts. 145 , 152  y nota, 161 , Código Procesal Civil) (LA 85-433, 90-374, 97-372, 109-7, 151-471, 169-85 170-204, 172-163). 

Sin embargo señalo que en relación a la testimonial, esta labor de apreciar en su justa medida el mérito o la eficacia probatoria de los testimonios, es importantísima, compleja y difícil, y al juez le corresponden amplias facultades para apreciar si esas declaraciones reúnen los requisitos intrínsecos y extrínsecos para que merezcan credibilidad, sin que sea necesario que aparezcan contestes todas las declaraciones, de manera que puede rechazar lo a firmado por uno o dos testigos o por muchos más, e igualmente dispone de libertad para asignarle al testimonio único valor probatorio (es decir su eficacia) "más o menos atendible, según las condiciones del declarante y la sinceridad y claridad de su exposición." (Hernando Devis Echandía, Teoría General de la Prueba Judicial, pág.248). 

Conforme lo expuesto, considero entonces, que no ha existido una interpretación arbitraria de las testimoniales rendidas en la causa. 

También se queja, porque la sentencia ha valorado prueba que fue rechazada por la Cámara al momento de resolver la oposición por parte de la actora de la incorporación de una prueba ofrecida por la accionada referente a la intervención de Toncovich en la actuación notarial del 16/01/09, y las declaraciones del actor en el sumario interno llevado a cabo en la sede del banco, casa central en la ciudad de Mendoza. 

Sin embargo, expresamente el Tribunal expresó: "...esta acta notarial transcripta, no mereció por parte del actor oposición alguna, lo que sí efectuó objeción fue contra el acta de constatación de fecha 22/01/09 por escritura Nº11, porque en su segunda parte incorporaba el testimonio de Marcelo Fabián Navarrete, al igual que la Escritura Nº7 que incorporaba la declaración del actor L.A.C., oposición que fue aceptada por el Tribunal, según constancias del auto obrante a fs.59/62..." 

De manera tal, que el a quo, ha entendido acreditado los hechos, con la prueba pertinente obrante en la causa, debiendo señalarle al quejoso que la merituación de la prueba que efectúan los magistrados del fuero laboral, donde rige el sistema de "apreciación en conciencia", los faculta a seleccionar y jerarquizar las fuentes y medios probatorios pudiendo preferir unos elementos de tal naturaleza a otros, sin que se encuentre obligados a referirse a todos los que se propongan a su consideración, valorándolas conforme a las reglas de la sana crítica racional, pues resultan soberanos en la selección del material probatorio. (art.69  del C.P.L.) Y ello es lo acontecido en autos. 

Aplicando estos principios al sub lite, se observa que el remedio extraordinario intentado, adolece de falta de autoabastecimiento argumental suficiente y sustentable, que obsta su abordaje por este Cuerpo, atento la excepcionalidad de la vía intentada. 

Por otra parte, el agravio atinente a la errónea valoración de la injuria, es improcedente a través de la vía esgrimida. 

Ello es así, de acuerdo al criterio ya sentado por este Cuerpo en forma reiterada y pacífica, de que "La configuración de injuria laboral y sus condiciones de gravedad es materia reservada por la ley a la valoración prudencial de los jueces (art.242  LCT) y en tal virtud adquiere carácter de discrecionalidad que la exime de su posible censura en la instancia extraordinaria" (LS 330-148), salvo el caso de arbitrariedad manifiesta (LS 303-488, 242-291) o en aquellos casos excepcionales de absurdo evidente o violación de las leyes de la prueba (LS 101-20) (LS 410-36, 417-190, 422-7, 424-117, 428-169, 430-1, 430-196, 434-242). 

De acuerdo a las consideraciones efectuadas, no se ha configurado en autos ninguno de los supuestos de excepción que habiliten el análisis de la existencia y gravedad de la injuria en la forma pretendida por el quejoso, por tratarse de una cuestión de hecho, reservada al análisis del tribunal de instancia ordinaria, y que escapa al ámbito de la censura interpuesta. El despido fue por pérdida de confianza (fs.6 y 139), buena fe y fidelidad en el comportamiento desplegado, probado y acreditado, motivo que justificaba la injuria y la innecesariedad de realizar denuncia penal, toda vez que basta la comprobación de un solo hecho de tal entidad que justifique la misma. 

Sobre esta causal de despido - pérdida de confianza- esta Sala tiene dicho que la "pérdida de confianza", tanto la doctrina como la jurisprudencia, entienden de que no se trata de una causal autónoma de despido,..."pero si el trabajador incurrió en un incumplimiento concreto que, teniendo en cuenta el tipo de tareas desempeñadas, genera dudas al empleador respecto a su lealtad o fidelidad en el futuro, podría justificar un despido. El hecho desleal y sus alcances deben ser fehacientemente probados por el empleador, no bastando sus meras conjeturas.(Julio Armando Grisolia, Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social-Tomo II, Abeledo Perrot- año 2009- pág.1024). 

Es decir no puede justificarse sólo en el elemento subjetivo, sino que sobre la base de uno o varios hechos concretos y objetivos, se sienta esa apreciación subjetiva del empleador de que el trabajador ya no es confiable. 

El tema se encuentra vinculado con el deber de fidelidad o lealtad que fija el art. 85  de la LCT en cabeza del trabajador. 

Deber de fidelidad que está también ligado al principio de buena fe y la conducta exigible al trabajador en la prestación del trabajo conforme a los patrones de honestidad. Y si bien esto debe exigirse en todos los niveles con más razón en aquellos que por su categoría jerárquica se espera de ellos mayor deber de obrar. (art. 902  del C.C.). 

Por ello se hace necesario tener en cuenta las circunstancias de persona, tiempo y lugar (art. 512  del C.C.). 

En conclusión se está frente a una causal de despido justificada por pérdida de confianza, ello es así cuando las expectativas acerca de una conducta leal y acorde con el deber de fidelidad creadas con el devenir del vínculo se vean frustradas a raíz de un suceso que lleva a la convicción de que el trabajador ya no es confiable, ya que podría configurarse la reiteración de conductas similares. En esa situación se configura una justa causal de despido. (Julio Armando Grisolía, Ley de Contrato de Trabajo comentada-2da edición-Editorial Estudio, art. 85 pág.125; como así también causa n° 94.145, cart. Fornies en j° Carrizo; causa n°103.069, carat. "Cïcurlo Médico de Mza.; y recientemente causa n° 100.205, cart. Fernandez enJ° Fernandez). 

Bajando todas estas consideraciones a la causa en estudio observo que el inferior llegó a la conclusión de que el despido directo dispuesto por la parte demandada tuvo causa justificada, procediendo en consecuencia, al rechazo de los rubros indemnizatorios reclamados en la liquidación obrante a fs.23 (indemnización por despido y preaviso), así como la sanción del art. 2  de la ley 25.323; plataforma fáctica ésta que no logra ser conmovida por la queja del recurrente, confirmando el rechazo de los rubros en cuestión. 

Teniendo en cuenta que no constituye labor del ad quem, suplir errores u omisiones, ni mejorar los recursos presentados en forma deficiente, debido a la naturaleza excepcional y restrictiva de esta instancia extraordinaria (LA 193-8), en concordancia con lo expresado por el Sr. Procurador General, y si mi opinión es compartida por mis distinguidos colegas de Sala, se impone el rechazo del recurso de inconstitucionalidad planteado. 

ASI VOTO. 

Sobre la misma cuestión los Dres. Salvini y Böhm adhieren por los fundamentos al voto que antecede. 

SOBRE LA SEGUNDA CUESTION EL DR. ADARO, dijo: 

Corresponde omitir pronunciamiento sobre este punto puesto que se ha planteado para el eventual caso de resolverse afirmativamente la cuestión anterior. 

ASI VOTO. 

Sobre la misma cuestión los Dres. Salvini y Böhm adhieren al voto que antecede. 

SOBRE LA TERCERA CUESTION EL DR. ADARO, dijo: 

Atento el resultado a que se arriba en el tratamiento de las cuestiones que anteceden, corresponde imponer las costas al recurrente vencido (arts. 148  y 36 inc. I  del CPC). 

ASI VOTO. 

Sobre la misma cuestión los Dres. Salvini y Böhm adhieren al voto que antecede. 

Con lo que terminó el acto, procediéndose a dictar la sentencia que a continuación se inserta: 

S E N T E N C I A: 

Mendoza, 20 de mayo de 2013. 

Y VISTOS: 

Por el mérito que resulta del acuerdo precedente la Sala Segunda de la Excma. Suprema Corte de Justicia fallando en definitiva, 

RESUELVE: 

I) Rechazar el recurso de inconstitucionalidad planteado a fs. 11/19 por L.A.C.. 

II) Imponer las costas al recurrente vencido (arts. 148 y 36 inc. I del CPC). 

III) Diferir la regulación de honorarios para su oportunidad. 

NOTIFÍQUESE. 

Herman Amilton Salvini 

Carlos Böhm 

Mario Daniel Adaro

